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La tipificación del feminicidio como un delito en la muerte de las mujeres 
transgénero es aún confusa en razón a su identidad de género, sin embargo, en la 
misma ley se encuentran elementos que permiten imputar feminicidio a quien asesine a 
una mujer transgénero. Para ello, en este artículo se inicia con la definición del término 
transgénero que nos brinda una aproximación teórica con el fin de abordar 
adecuadamente la problemática planteada. Teniendo en cuenta que la población con 
identidad de género que no se corresponde a la de su sexo biológico se conoce en 
nuestra sociedad como “trans”. La mujer transgénero libra una constante lucha en pro 
de que le sean reconocidos y protegidos sus derechos, para que goce de la igualdad 
que le debe garantizar la institucionalidad como principio constitucional. En razón al 
repudio social y los episodios de violencia y vulnerabilidad a los que se ven expuestos y 
que llegan a ocasionar su muerte, es pertinente profundizar en elementos teóricos que 
no dejen caer en el vacío jurídico los delitos cometidos contra las mujeres transgénero, 
tales como la violencia y la violencia de género. 
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The typification of femicide as a crime in the death of transgender women is still 
confused because of their gender identity in the simple application, however, in the 
same law are elements that allow impute feminicide to whoever murders a woman 
transgender. For this, this article begins with the definition of the transgender term that 
gives us a theoretical approach in order to adequately address the problem posed. 
Recognizing that the population with gender identity that does not correspond to that of 
its biological sex is known in our society as "trans". The transgender woman waged a 
constant struggle in favor of her rights being recognized and protected, so that she 
enjoys the equality that the institutionality must guarantee her as a constitutional 
principle. Because of the social repudiation and the episodes of violence and 
vulnerability to which they are exposed and that eventually lead to their death, it is 
pertinent to delve into theoretical elements that do not allow crimes committed against 
transgender women to fall into the legal vacuum. 
 

















Los organismos internacionales e incluso el Estado Colombiano, y de manera 
especial la Corte Constitucional, se han preocupado por abordar el tema de la identidad 
de género y la protección a los grupos minoritarios (población LGBTI). Se ha realizado 
enfásis en reconocer que estas personas por el hecho de expresar: “(…) su identidad 
de género de una forma que supone una mayor manifestación hacia la sociedad (…)” 
(Corte Constitucional de la República de Colombia, 2016), por lo general, a través de 
su forma de vestir, de actuar, de pensar, y de sus transformaciones físicas, ha 
generado que asuman una situación de vulnerabilidad dados los prejuicios sociales, 
actos de discriminación y de violencia, que en muchos casos terminan en la muerte. 
 
El objetivo de este artículo es describir porqué la identidad de género alterativa a 
la concepción binaria, específicamente la de las mujeres trans, se aplica a la Ley Rosa 
Elvira Cely (Ley 1761 de 2015), frente a esa violencia de género, y se ha reconocido 
una condición especial a esta población. A pesar de la protección y garantías de todos 
y cada uno de los derechos que consagra la Constitución, tales como: dignidad 
humana, libre desarrollo de la personalidad e igualdad, entre otros, aún la problemática 
persiste y el número de asesinatos de mujeres transgénero ha aumentado.  
 
Desde esta perspectiva, la siguiente infografía revela las muertes reportadas de 
diversas personas trans y de género en 65 países en todo el mundo entre el 1 de enero 
de 2008 y el 31 de diciembre de 2015. Más de 1.500 de los cuales fueron reportados 
en América Central y del Sur, y en países como Honduras y Brasil se registraron los 




















Infografía 1. Muertes reportadas de personas trans y de género entre el 1 de enero de 
2008 y el 31 de diciembre de 2015 
 
Fuente: Transgender Europe (2016) 
 
La Ley 1761 de 2015 (Ley Rosa Elvira Cely) en sus artículos 1° y 2° adicionó al 
Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000) el tipo penal de feminicidio. En este 
sentido, el Congreso de la República de Colombia (2015a) estableció que: 
 
“Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto tipificar el feminicidio como 
un delito autónomo, para garantizar la investigación y sanción de las violencias contra las 
mujeres por motivos de género y discriminación, así como prevenir y erradicar dichas 
violencias y adoptar estrategias de sensibilización de la sociedad colombiana, en orden a 
garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de violencias que favorezca su 
desarrollo integral y su bienestar, de acuerdo con los principios de igualdad y no 
discriminación. Artículo 2°. (…) quien causare la muerte a una mujer, por su condición de 
ser mujer o por motivos de su identidad de género o en donde haya concurrido o 
antecedido cualquiera de las siguientes circunstancias, incurrirá en prisión de doscientos 
cincuenta (250) meses a quinientos (500) meses”. (Artículos 1 y 2) 
 
El contenido de estos artículos permite formular el siguiente interrogante: ¿La 
muerte violenta de una mujer transgénero se enmarca dentro del delito de feminicidio, 
contemplado en la Ley 1761 de 2015? Es importante destacar que se evidencia que la 
legislación intenta estructurar una política fuerte frente a este tema, no obstante, aún no 
es lo suficientemente clara. El feminicidio como delito es reciente en nuestro país, a 
pesar de los esfuerzos de los funcionarios encargados de revisar, actualizar y crear las 
normas que ordenan la cotidianidad del ciudadano, todavía continua persistiendo con 
extraordinaria fuerza los prejuicios culturales, a través de los cuales ciertas acciones 
son justificables y en ocasiones deseables.  
 
La tendencia de las mayorías, especialmente las que se apoyan en ideologías 
religiosas y fascistas, afectan los derechos y la protección de las minorías. Además, las 
poblaciones minoritarias al ser excluidas por su condición divergente, pierden la calidad 
de personas frente al grueso de la sociedad, que solapada y ocultando pensamientos 
muy profundos y tal vez deseos reprimidos, ataca lo otro, es decir, todo aquello que no 















1. El concepto de género 
 
El feminicidio como delito se consolida en el Código Penal Colombiano (Ley 599 
de 2000) a partir del año 2015, con la promulgación de la Ley Rosa Elvira Cely (Ley 
1761 de 2015) (Congreso de la República de Colombia, 2000; 2015a). Sin embargo, se 
identifica que éste podría contener un vacío jurídico en cuanto a la valoración del delito 
cometido contra una mujer transgénero.  
 
La creación de esta identidad implica la autonomía para decidir sobre su propio 
desarrollo, de esta manera, alguien puede crear y expresar su concepción de género 
de acuerdo a su preferencia. No obstante, cuando una mujer trans es víctima de 
asesinato, es probable que su caso no sea tratado por el sistema judicial con todo el 
rigor investigativo para comprender el delito más allá del resultado, y esto es la muerte 
violenta de alguien por razón de su condición sexual, de identidad o de género.  
 
Para comprender porqué debe considerarse bajo el nombre de feminicidio el 
asesinato de mujeres trans, se considera pertinente iniciar abordando el concepto. 
Respecto al tema, la Relatoría sobre los Derechos de las Personas Lesbianas, Gays, 
Bisexuales, Trans e Intersex (LGBTI) (2015), al referirse sobre los Principios de 
YogyaKarta se pronunció así: 
 
“La identidad de género es la vivencia interna e individual del género tal como cada 
persona la siente profundamente, la cual podría corresponder o no con el sexo asignado 
al momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo (que podría 
involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios 




En primer lugar, se reconoce que es posible que aún naciendo biológicamente 
como “hombre”, aquella persona puede sentir por su propia convicción que a pesar de 
tener pene es una mujer. Esto no depende de su deseo de intervenir su cuerpo con un 
procedimiento quirúrgico que le permita acercarse morfológicamente a lo que 
entendemos por mujer. A propósito del ser “mujer” u “hombre”, se destacan los 
planteamientos de Simone de Beauvoir en una entrevista realizada en 1975; y 
publicada por Podemos París (2017) en un canal de YouTube, en donde afirma que: 
 
“No se nace mujer, se llega a serlo. Es la fórmula que resume el conjunto de mi tesis. Y lo 
que significa es muy simple. Es que ser mujer (femme es el término que usa y traduce 
femenino/a) no es un carácter natural, es el resultado de una historia. No hay un destino 
biológico, psicológico que define a la mujer como mujer. Es una historia que la ha creado, 
para empezar la historia de la civilización que ha tenido como resultado el estado actual y 
por otro parte para cada mujer en particular es la historia de su vida, la historia de su 
infancia que la determina como mujer. Que crea en ella (…) la feminidad. Cuanto más 
avanzan los estudios psicológicos en la niñez es más evidente que el bebe niña se fabrica 
para convertirse en mujer (…) La diferencia biológica entre hombres y mujeres es 
importante, pero no es la que hace la diferencia de estatus. La condición biológica no 
determina la diferencia de ser entre hombres y mujeres, la importancia que se le asigna a 
esa diferencia depende del contexto”. (tiempo 0:14 – 1:17; 1:38 – 1:58) 
 
2. El concepto de transgénero 
 
A partir de la mitad del siglo XX, el término transgénero o “trans” indica una 
divergencia entre la identidad de género respecto y el sexo en contraposición con los 
patrones sociales y culturales. Por lo que se identifica con el género opuesto, sea 
masculino o femenino. Esta afirmación se encuentra apoyada en la Sentencia T-771/13 
de la Corte Constitucional de la República de Colombia (2013a), en la cual se 
menciona que: 
 
“El término transgénero constituye una denominación genérica con el que se ha 
designado a aquellas personas cuya identidad de género y/o sexual es diferente a las 
expectativas convencionales basadas en las características físicas sexuales o el sexo 
que les fue asignado al nacer. El término es genérico toda vez que es empleado para 
describir una pluralidad de expresiones, experiencias e identidades, e incluye, entre 
muchas otras, a personas transexuales, transgénero, travestidos, intergénero, 
transformistas, drag queens y drag kings. Así mismo, adoptó la noción de persona trans 
como la relativa a aquella (…) que transita del género asignado socialmente a otro 
género. En ocasiones, el papel de género asignado por la sociedad no coincide con la 
perspectiva de la persona, de modo que a veces un sujeto de sexo masculino, se 
identifica psicológicamente con lo femenino. En este caso, a lo largo de su ciclo vital, 
estas personas rechazan el rol masculino asignado por la sociedad, asumen su identidad 
femenina y transitan hacia un rol social femenino”. (Expediente T-3896952) 
 
En este sentido, las personas trans construyen una identidad de género que se 
contrapone a los criterios sociales y culturales considerados incuestionables sobre la 
feminidad y la masculinidad. Estas manifestaciones autónomas de la libertad de 
expresión y el desarrollo de la personalidad, impugnan la normatividad que exige 
coherencia entre el sexo genital y el género. Por ello, las poblaciones trans están a 
menudo sometidas a condiciones estructurales de vulnerabilidad, marginalidad y 
violencia sistemática y sufren múltiples exclusiones en las instituciones de socialización 
primaria, en el sistema de salud, en el mercado laboral y en el seno familiar.  
 
Dichas condiciones estructurales de vulnerabilidad suelen operar como 
condicionantes del transcurso vital de esta población, lo que las posiciona en un 
estatus social desventajoso (grupo de riesgo), que es leído por otros actores como 
condiciones de posibilidad (o escenarios de impunidad), para la aplicación de la 
violencia en diversos grados y manifestaciones. Los crímenes contra esta población 
están asociados a los asesinatos por discriminación o crímenes de odio, además 
presentan particularidades en su modo de comisión, aunque comparten con los otros 
contextos femicidas el determinante de género. Su especificidad se concentra en estar 
destinados a la eliminación/erradicación del colectivo trans, por razones de 
discriminación estructural. 
Al respecto, Galtung (1981) citado por Romero (2015), favorece la comprensión 
del concepto de violencia que se ejerce sobre las mujeres trans. Aunque es consciente 
de la imposibilidad delimitar este concepto, dado que ésta se manifiesta de múltiples 
maneras. De acuerdo con Romero (2015): “Johan Galtung (1981) define la violencia 
como cualquier sufrimiento evitable en los seres humanos, y más adelante sustituye 
sufrimiento por reducción en la realización humana” (p.165). De la misma manera, 
continúa afirmando Romero (2015) que Johan Galtung plantea que la teorización del 
concepto de violencia debería construirse pensando en las víctimas, motivo por el cual 
es importante tener en cuenta el potencial humano y su disminución. 
 
Por otro lado, Torres (2014) citada por Romero (2015) asegura que:  
 
“La violencia es multifacética y por ello no hay una definición única. A veces es muy clara 
y contundente, como en los conflictos armados, a veces se sabe que está presente pero 
es difícil aprehenderla, como en el hostigamiento sexual, y en muchas otras ocasiones no 
es fácil descifrar las formas de violencia sutil que se agazapa en las palabras y en los 
silencios. Resulta difícil incluso abordarla desde una sola disciplina (…)”. (p.165) 
 
Al presentarse esta discordancia y no ajustarse a las concepciones normales, se 
crea un fenómeno social que los sitúa frente a un alto riesgo de afectaciones dentro de 
la sociedad que ejerce diversas formas de violencias, desde lo simbólico hasta el 
asesinato, para el caso del feminicidio. Por consiguiente, es importante destacar que en 
una publicación para el Boletín del Observatorio de Género en Argentina, los autores 
Radi y Sardá-Chandiramani (2016) aclaran que:  
 
“Desde la academia y el activismo, así como también en los sistemas internacionales y 
regionales de DDHH se han desarrollado distintas estrategias para abordar este 
fenómeno desde el punto de vista conceptual. En los abordajes relevados encontramos 
cuatro perspectivas predominantes. La perspectiva LGBT adopta los conceptos de 
“crimen homofóbico” (Carrara y Vianna 2006) y “crimen de odio” (Amnistía 2001); el 
enfoque feminista acuñó el concepto “transfeminicidio” (Bento 2014), el enfoque travesti 
ha optado por el término “travesticidio” (Berkins 2015) y el enfoque transversal utiliza el 
concepto de “crimen por prejuicio” (CIDH, 2015). Estos conceptos no son equivalentes, 
aunque en ocasiones sean tomados como expresiones intercambiables. Cada uno 
responde a enfoques, intereses y marcos teóricos distintos y, pensados a la luz de un 
proyecto de monitoreo, anticipan índices y resultados sensiblemente diferentes en cada 
caso”. (p.3) 
 
Aunque hay múltiples organizaciones e instituciones que visibilizan esta 
problemática, estas acciones continúan siendo insuficientes para detenerla. Se requiere 
más que una ley dura e implacable, reconociendo que es un problema social que 
trasciende el ámbito jurídico. Por ende, al observar cómo desde diferentes sectores se 
unen esfuerzos para comprender e intervenir este fenómeno, se constituye en un 
indicador que demuestra que se está avanzando por buen camino. 
 
La creación de términos que se puedan aplicar a los casos específicos, como el 
feminicidio y el transfemicidio; siendo éste una derivación del primero, teniendo en 
cuenta las afirmaciones anteriores acerca de la mujer trans y la violencia, amplía el 
espectro de análisis y tratamiento judicial de los delitos cometidos contra esta minoría.  
 
3. Violencia de género 
 
En los apartados anteriores se realizó una aproximación al concepto de 
transgénero y de violencia, por lo tanto, a continuación se aborda el significado de la 
denominada violencia de género, la cual es definida por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas (1993) como: 
 
“(…) todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o 
pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la 
mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la 
libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada”. (Artículo 1)  
 
 
Esta definición conceptualiza la violencia de género y la identifica como un 
atentado contra la integridad, la dignidad y la libertad de las mujeres, 
independientemente del ámbito en el que se produzca. Del mismo modo, esta violencia 
presenta numerosas facetas que van desde la discriminación y el menosprecio, hasta 
la agresión física o psicológica e incluso el asesinato. Por supuesto también se aplica a 
las mujeres trans, reconociendo que cuando una de ellas asume su identidad como 
mujer ante la ley, debe ser respetada esa decisión y se le debe tratar como tal. Por tal 
motivo, se considera necesario añadir que la violencia de género también contempla 
como parte de su comprensión, las agresiones por motivos de divergencia sexual. 
 
Desde esta perspectiva, es preciso indicar que la Resolución 2435 de 2008 
proferida por la Asamblea General de la Naciones Unidas, se convierte en el primer 
escenario donde organismos internacionales como la Organización de Estados 
Americanos dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y las Naciones 
Unidas a nivel mundial, conjuntamente reconocen la problemática vivida y las 
violaciones de los derechos humanos sufridas de manera sistemática por la comunidad 
“LGTBI” (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2008). De esta manera, se 
constituyen las bases junto con las resoluciones posteriores en la materia, para que 
dichos organismos enmarquen la condición de la “orientación sexual” y la “identidad de 
género” dentro de “cualquier otra condición”. Lo anterior, por cuanto las cláusulas de no 
discriminación de los instrumentos internacionales no son taxativas, por el contrario, 
sus autores dejaron intencionalmente los motivos de discriminación abiertos al utilizar 
la frase "cualquier otra condición social" (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos - ACNUDH, 2011). 
 
En consecuencia, a pesar de que la orientación sexual y la identidad de género 
no se mencionan expresamente entre los motivos enumerados como condiciones de 
vulnerabilidad de especial protección, es obligación de los Estados desde el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, proteger y promover los derechos de las 
personas sin distinción alguna, y velar porque no se presenten tratos discriminatorios, 
en razón de la orientación sexual e identidad de género (Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos - ACNUDH, 2011). 
 
 
Por lo cual, al hacer referencia a la población transgénero conduce a abordar 
necesariamente un cúmulo de historias de discriminación y violencia. En la Sentencia 
T-1090/05, la Corte Constitucional de la República de Colombia (2005) ha definido la 
discriminación como: “(…) un acto arbitrario dirigido a perjudicar a una persona o grupo 
de personas con base principalmente en estereotipos o perjuicios sociales, por lo 
general ajenos a la voluntad del individuo, como son el sexo (…)” (Expediente T-
1132315).  
 
En sí, los avances en materia de dignidad humana, igualdad y reconocimiento de 
derecho han sido opacados por fobias, odios y apatías de una sociedad intolerante, 
que no acepta la diferencia fácilmente y en la cual solo son consideradas como 
personas, aquellos que se acomoden sin discusión al modelo tradicional que 
corresponda. 
 
4. Fundamentos normativos 
 
Frente a la preocupación por la presencia de estos escenarios degradantes y de 
las vulneraciones cometidas contra esta población, en el año 2011 el Consejo de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas adoptó la primera resolución sobre 
derechos humanos, orientación sexual e identidad de género, en la que se resolvió 
condenar los actos de violencia y las violaciones de derechos humanos contra 
personas a causa de su orientación sexual e identidad de género. Además, esta 
resolución realizó un llamado a los Estados a incentivar la ejecución de acciones y 
estrategias tendientes a erradicar esta problemática.  
 
Del mismo modo, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR) promueve la no discriminación y la protección internacional de las 
personas víctimas de violencia y persecución a causa de su orientación sexual e 
identidad de género, brindando acompañamiento, información y asistencia técnica a los 
Estados, organizaciones de la sociedad civil y representantes legales. Esto con el fin de 
promover la adecuada interpretación e implementación de los principios, normas y 
tratados internacionales, en materia del derecho internacional de los refugiados de los 
que los Estados son parte. 
 
Es importante indicar que desde la adopción de la Constitución Política de 
Colombia de 1991, el Estado vincula y protege las libertades de los ciudadanos, y 
fundamentalmente en el artículo 13, la Asamblea Nacional Constituyente (1991) 
sostiene que:  
 
“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica (…)”. (Artículo 13) 
 
En este sentido, se visibiliza un avance significativo en el proceso de reconocer 
para todos los individuos, un conjunto de garantías fundamentales y dinamizar los 
mecanismos de protección de los mismos. Sobre este aspecto, en la Sentencia T-
063/15, la Corte Constitucional de la República de Colombia (2015a) reconoce que: 
 
“En la sentencia T-918 de 2012, se realizó un viraje importante al dejar de considerar el 
sexo como un dato objetivo e inmodificable y en su lugar reconocer la existencia de un 
sexo neurológico o de una definición sexual marcada por la identidad de género como 
exigencia de la dignidad humana y el libre desarrollo de la personalidad”. (Expediente T-
4541143) 
 
Con una providencia hito, la Corte Constitucional de la República de Colombia 
(2012a) en la Sentencia T-876/12 hizo referencia a los procedimientos de reafirmación 
sexual quirúrgica, donde se estudió el caso de un hombre transgénero a quien se le 
habían negado los procedimientos quirúrgicos para masculinizar su cuerpo. El joven 
diagnosticado con “disforia de género” requería un cambio de sexo para obtener un 
bienestar emocional, físico y psíquico. Por ende, la Corte explicó que la discordancia 
entre la identidad mental del accionante, su fenotipo y forma de mostrarse al mundo, 
puede ser un factor que incremente los atropellos a la dignidad humana. Principalmente 
porque dicha incongruencia limita a la persona para vivir plenamente y diseñar un 
proyecto de vida de manera autónoma y sin injerencia de terceros y agentes extraños. 
En esta sentencia, la Corte Constitucional de la República de Colombia (2012a) reiteró 
que:  
 
“(…) la salud comporta todos aquellos aspectos que inciden en la configuración de la 
calidad de vida del ser humano, lo cual implica, de suyo, un reconocimiento a la 
trascendencia de los aspectos físico, psíquico y social dentro de los cuales conduce su 
existencia”. (Expediente T-3529843) 
 
Sin lugar a dudas esta decisión reafirma el concepto de que la identidad no se 
expresa con la mera identificación y se requiere, en la mayoría de los casos, el acceso 
a procedimientos médicos y quirúrgicos que le permitan a la persona modelar su 
cuerpo a su propia idea de identidad. 
 
Los derechos de las personas transgénero merecen reconocimiento y respeto, al 
igual que la implementación de los medios adecuados para garantizarlos. Sin embargo, 
ese proceso de lograr ser visibilizado en igualdad de derechos y condiciones frente al 
resto de la sociedad, no ha sido fácil. Algunos fenómenos como la patologización, la 
transfobia y la ausencia de reconocimiento a la identidad de las personas trans, han 
establecido una barrera en la lucha que se libra por el reconocimiento de estos 
derechos. En su intento por lograrlo, se ha desencadenado una serie de malos tratos 
por parte de la sociedad y las autoridades policiales. De tal manera que, el repudio, los 
actos de violencia, la discriminación y las muertes, son las escenas que se repiten día 
tras día. 
 
La Corte Constitucional de la República de Colombia (2012a; 2012b; 2013b; 
2014; 2015a) en las Sentencias T-063/15, T-918/12, T-876/12, T-231/13, T-476/14 ha 
reconocido que las personas transgénero se encuentran expuestas a prejuicios 
sociales, y actos discriminatorios por expresar su identidad ante la sociedad. En uno de 
sus pronunciamientos, específicamente en la Sentencia T-063/15, la Corte 
Constitucional de la República de Colombia (2015a) reconoció que:  
 
“La comunidad trans forma parte de un grupo social históricamente sometido a patrones 
de valoración cultural negativos, sus integrantes han sido víctimas de graves violaciones 
a sus derechos y su situación socio económica evidencia de manera nítida las 
circunstancias de desprotección y segregación que padecen. Dentro del sector LGBT es 
justamente la población transgénero la que afronta mayores obstáculos para el 
reconocimiento de su identidad y el goce efectivo de sus derechos, y constituyen las 
víctimas más vulnerables y sistemáticas de la comunidad LGBT. Por lo anterior, esta 
Corporación ha señalado que se trata de una población en condiciones de debilidad 
manifiesta y en esa medida gozan de especial protección constitucional (…)”. 
(Expediente T-4541143) 
 
En igual sentido, la Corte Constitucional de la República de Colombia (2011) ha 
afirmado en la Sentencia T-314/11 que: 
 
“(…) la ausencia de igualdad en caso de personas pertenecientes a grupos 
históricamente discriminados conlleva a la anulación permanente de otros derechos en 
distintos rangos, que van desde la seguridad social integral, pasando a situaciones 
básicas como el acceso y la permanencia en el trabajo, la educación o en el aspecto 
recreativo (…)”. (Expediente T-2643229) 
 
En otro pronunciamiento en la Sentencia T-063/15 de la Corte Constitucional de 
la República de Colombia (2015a), se emitió una decisión para otorgarle el derecho a la 
identidad a una persona transgénero, a fin de que obtuviera sus documentos 
personales con la información real de su género y su percepción individual, en lugar de 
la identificación que lo acompañó durante toda su vida, de conformidad con lo que sus 
genitales indicaban. La corporación aplicó todo su poder, ordenando a diferentes 
entidades estatales el cumplimiento de la sentencia, con el fin de garantizar la 
efectividad de los derechos protegidos con dicho fallo de tutela. 
5. Problemática 
 
La comprensión del problema se caracteriza por ser más clara cuando no se 
plantea en abstracto y tiene como referentes casos concretos que no apelan tanto a la 
razón, como a situaciones concretas que debe afrontar la minoría transgénero. Para 
ejemplificar esta afirmación, se cita el pronunciamiento de la Corte Constitucional de la 
República de Colombia (2015b) en la Sentencia T-099/15, en la cual establece que: 
“(…) las mujeres transgénero no son destinatarias de la obligación de prestar el servicio 
militar, no deben tramitar la libreta militar y su sola declaración de autorreconocimiento 
basta para que sean consideradas mujeres transexuales (…)” (Expediente T-4521096).  
 
De esta manera, se identifica que la misma ley considera que una mujer trans 
debe ser tratada como cualquier mujer, apelando a los principios constitucionales que 
se han mencionado. En esta sentencia progresista es evidente el compromiso de las 
altas esferas del sistema jurídico por adecuar el aparato estatal, a los tiempos que 
corren con sus matices y diferencias. Sin embargo, se considera que aún se necesita 
continuar trabajando respecto a esto, así como se como expresó anteriormente, el 
problema no es de ordenamiento jurídico, sino de índole social y cultural. 
 
El caso de la situación militar para las mujeres trans es paradigmático y alentador, 
en materia de protección de derechos y libertades. No obstante, el horizonte de este 
trabajo es el asesinato de mujeres trans y la tipificación del delito como feminicidio de 
acuerdo a la ley colombiana, en la que aún no se incluye el término “transfemicidio”, 
acuñado en la legislación argentina. 
 
A continuación se mencionan algunos episodios de violencia que finalizaron con 
la muerte de las mujeres trans en la ciudad de Santiago de Cali. Por ejemplo, el caso 
de la muerte de una mujer trans conocida con el nombre de Raiza Valencia Cuero, 
quien fue atacada por dos hombres que se movilizaban en un vehículo desde el cual le 
dispararon, cuando ella se encontraba atendiendo un estanco (venta de licores) de su 
propiedad. De igual manera, fue encontrado abandonado el cuerpo sin vida de la 
mujer trans conocida con el nombre de Nicoll Gómez, quien fue violada y asesinada a 
golpes. También, el 13 de diciembre de 2010 fue asesinada la mujer trans conocida 
con el nombre de Pamela Sandoval, de 26 años de edad y quien ejercía el oficio de 
trabajadora sexual. A esta mujer le propinaron dos impactos de arma de fuego, que le 
impactaron en la cabeza. A partir de este panorama, según la Red Regional de 
Información sobre Violencias contra Personas LGBT (s.f), la violencia contra este grupo 
poblacional ocupa los mayores porcentajes dentro de las víctimas de la comunidad 
LGBT. En el primer semestre del año 2017 fueron asesinadas 19 mujeres transgénero 
en Colombia. 
 
Frente a estas agresiones la mayoría de los casos quedan en la impunidad y las 
razones que justifican esta situación son variadas. Por un lado las denuncias de las 
mujeres trans en contra de la polícia; especialmente de aquellas que se ven obligadas 
a trabajar como prostitutas, dificultan la labor investigativa, ya que, afirman que en gran 
parte de los crímenes contra ellas participan miembros de la fuerza pública. Por lo cual, 
el rigor investigativo no asoma y los casos quedan en los anaqueles como uno más. 
Adicionalmente, los reportes acerca de las muertes violentas de mujeres trans se 
registran como individuos masculinos NN, lo que dificulta el esclarecimiento de los 
hechos y el registro de las estadísticas, que no son claras por la dificultad y, en 
ocasiones, la imposibilidad de tener información del caso. 
 
Otra complicación en el tratamiento del asesinato de mujeres trans, según Radi y 
Sardá-Chandiramani (2016), es que: “En su mayoría las víctimas son personas de 
bajos recursos y desarrollan ocupaciones estigmatizadas y de riesgo. La prostitución 
suele ser la fuente de ingresos más habitual” (p.6). Así mismo, Radi y Sardá-
Chandiramani (2016) agregan que: 
 
“Los procesos criminales están atravesados por los prejuicios negativos que pesan sobre 
travestis y mujeres trans. El descrédito de su palabra las coloca en posiciones 
desfavorables como testigos y como víctimas y, a su vez, favorece a sus agresores. Las 
travestis y mujeres trans suelen ser recibidas más como sospechosas que como 
denunciantes o testigos. Esto las desalienta a acudir a la justicia y las fuerzas policiales, 
particularmente en el caso de aquellas en situación de prostitución. En los casos en los 
que los victimarios forman parte de la fuerza policial, se pone en riesgo, además, la vida 
de quienes intentan esclarecer el crimen”. (p.6-7)  
 
Por su parte, el Congreso de la República de Colombia (2015b) en la Ley 1753 de 
2015 estableció que: 
 
“El Gobierno nacional a través de sus entidades, llevará a cabo las acciones necesarias 
tendientes a la implementación y seguimiento de la Política Pública Nacional para la 
Garantía de Derechos de Lesbianas, Gais, Bisexuales, Transgeneristas e Intersexuales 
(LGBTI) a través del Ministerio del Interior, e impulsará ante las Entidades Territoriales la 
inclusión en los Planes de Desarrollo Departamentales, Distritales y Municipales de 
acciones y metas que garanticen los derechos de las personas de los sectores sociales 




De acuerdo con Rodríguez y Valega (2016), el término femicidio fue desarrollado  
por Jill Radford y Diana Russell en el año 1992, con el fin de conceptualizar y visibilizar 
un fenómeno con manifestaciones y características particulares, tales como las 
muertes violentas de mujeres por razones de género. También, surgió como respuesta 
a la magnitud de la impunidad generada frente a los actos atroces cometidos contra las 
mujeres por el hecho de serlo.  
 
El concepto ha evolucionado con el propósito a nivel político de reconocer y 
visibilizar la discriminación, la desigualdad y la violencia sistemática contra la mujer. En 
sí, el feminicidio se ha definido, desde la perspectiva de Radford & Rusell (1992), como 
un: “(…) asesinato de mujeres realizado por hombres motivado por odio, desprecio, 
placer o sentido de propiedad de las mujeres” (p.10). 
 
Como un avance significativo frente al particular, el legislativo del Estado 
Colombiano expidió la Ley 1761 de 2015, conocida con el nombre de Ley Rosa Elvira 
Cely. A través de ésta, se tipifica el feminicidio como un delito autónomo con la 
intención de contribuir a la prevención del mismo, garantizando el acceso de las 
mujeres a una vida libre de violencias que favorezca su desarrollo integral y su 
bienestar, como también promueve la imposición de sanciones severas a quienes 
cometen estos actos, y por último tributa a que se adopten estrategias por parte del 
Estado Colombiano, de acuerdo con los principios de igualdad y no discriminación. A 
partir de la tipificación de esta conducta, se eliminan los preacuerdos, se limitan las 
rebajas de pena y se ordena la creación de un sistema de información de violencias 
contra las mujeres (Congreso de la República de Colombia, 2015a). 
 
Esta ley reconoce el feminicidio como el asesinato de una mujer cuando se mata 
por su condición de ser mujer y/o se mata en razón a su “identidad de género”, es 
decir, desde esta concepción al tenor literal de la norma, cuando se describe la acción 
de “matar a una mujer por su identidad de género”, no se alude expresamente a las 
mujeres debido a aspectos biológicos (Congreso de la República de Colombia, 2015a). 
 
Por lo tanto, la mujer transgénero sería también destinataria de la misma, si lo 
que se busca precisamente es proteger el principio de igualdad por razones a dicha 
identidad. En consecuencia, el género y la jerarquía que éste instala es una 
herramienta que permite dotar de contenido a lo que se entiende por el concepto de 
“mujer”, en el tipo penal de feminicidio. Cabe señalar que esta interpretación se 
presenta sin violar el principio de legalidad, ya que, lo que se emplea es la herramienta 
de la hermenéutica jurídica. Adicionalmente, en una publicación de Conexión Capital 
(2018) se manifiesta que:  
 
“La Fiscalía General de la Nación anunció que investigará los homicidios contra mujeres 
transgénero como feminicidios con el objetivo de priorizar la investigación en delitos 
cometidos contra la comunidad LGBTI. La Fiscalía tiene la obligación de prestar este tipo 
de investigaciones dirigidas hacia la identidad de género femenina y por ende utilizar el 
tipo penal de feminicidio, indicó Francisco Javier Palacios, fiscal de la Dirección de Apoyo 




a) Es notorio que la violencia de género, ensañada principalmente con las 
mujeres trans, ha tenido un incremento considerable a través de los tiempos, y ni la 
jurisprudencia ni las leyes preexistentes, han logrado desarrollar una política sólida y 
garantista a favor de este grupo poblacional. Aún persisten vacíos que han permitido el 
abuso de los derechos fundamentales por parte de la sociedad hacia estas personas. 
 
b) Las mujeres transgénero pertenecen a una de las poblaciones más 
marginalizadas en nuestro contexto social. Las agresiones o atentados contra sus vidas 
son cada día más frecuentes, así como los niveles de impunidad sobre los crímenes 
que las acosan. En muchas ocasiones no son valoradas de manera adecuada por las 
autoridades o se perciben como sospechosas, más que como víctimas. 
 
c) El derecho se constituye como un discurso que contribuye a perpetuar y 
reproducir la marginalización de las mujeres trans, por el simple hecho de no 
reconocerlas como sujetos ni como mujeres, por ejemplo, cuando la muerte de ellas 
por su condición como tal, no se reconoce como un feminicidio. Aunque así como se 
evidenció en el presente trabajo, la legislación colombiana tiene presente las 
diferencias y los acuerdos internacionales para la protección de estas divergencias, sin 
embargo, no se aplica en todos los casos y las dificultades empiezan por los primeros 
funcionarios del aparato judicial que atienden los crímenes. Quizás esto ocurre por 
ignorancia o una combinación de falta de conocimiento y cuestiones culturales, lo cual 
repercute en que no se aplica el procedimiento adecuado desde el inicio, generando la 
pérdida de pruebas, oscureciendo contextos, y dificultando aún más el buen 
funcionamiento de la justicia para las mujeres trans. 
 
d) La Ley 1761 de 2015 (Ley Rosa Elvira Cely) tiene como objeto tipificar el 
feminicidio como un delito autónomo, para garantizar la investigación y sanción de las 
violencias contra las mujeres por motivos de género y discriminación. Así como para 
prevenir y erradicar dichas violencias, y adoptar estrategias de sensibilización de la 
sociedad colombiana, con el fin de garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre 
de violencias que favorezcan su desarrollo integral y su bienestar, de acuerdo con los 
principios de igualdad y no discriminación (Congreso de la República de Colombia, 
2015a). En una interpretación extensa y con visión más garantista del tipo penal de 
feminicidio, debería contemplar expresamente a las mujeres trans también 
comprendidas dentro de esta regulación. Es decir, su aparición en la norma no debería 
darse por supuesta.  
 
e) Se ha examinado que el tipo penal busca transmitir el mensaje de que los 
feminicidios no son tolerados, debido a que constituyen una vulneración a los bienes 
jurídicos de la vida y de la igualdad. Por lo tanto, dado que gran parte de las muertes 
ocasionadas a mujeres trans ocurren por el cuestionamiento que ellas hacen de lo que 
significa ser mujer o varón en esta sociedad, el tipo penal de feminicidio debe 
comprenderlas si lo que busca; precisamente, es proteger la igualdad por razones de 
género. Sin embargo, se le atribuye a los operadores de justicia la responsabilidad de 
lograr que estos criterios sean aplicados en la práctica. Ello para enviar un mensaje 
claro a la sociedad de que la violencia y discriminación hacia las personas LGTBI, no 
deben ser toleradas. Desde esta perspectiva, se genera un gran compromiso de 
reconocer a las mujeres transgénero como destinatarias de esta norma, dado su 
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